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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 02
               Enero 28 y 29 de 2014

 


La Corte reiteró que no basta con señalar la norma legal acusada y los preceptos constitucionales  que se consideran vulnerados, sino que es indispensable que el concepto de la violación se sustente en cargos claros, ciertos, pertinentes y suficientes que permitan un examen de fondo de la norma demandada      
	 VI.  EXPEDIENTE D-9566    -   SENTENCIA C-034/14  (Enero 29)
        M.P. María Victoria Calle Correa 




1.
Norma acusada

LEY 1437 DE 2011

(Julio 18) 

Por la cual se expide el Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

Artículo 40. Pruebas. Durante la actuación administrativa y hasta antes de que se profiera la decisión de fondo se podrán aportar, pedir y practicar pruebas de oficio o a petición del interesado sin requisitos especiales. Contra el acto que decida la solicitud de pruebas no proceden recursos. El interesado contará con la oportunidad de controvertir las pruebas aportadas o practicadas dentro de la actuación, antes de que se dicte una decisión de fondo. Los gastos que ocasione la práctica de pruebas correrán por cuenta de quien las pidió. Si son varios los interesados, los gastos se distribuirán en cuotas iguales. Serán admisibles todos los medios de prueba señalados en el Código de Procedimiento Civil. 
2.
Decisión 
INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo sobre la constitucionalidad de la expresión demandada del artículo 40 de la Ley 1437 de 2011.

3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte encontró que la demanda no cumplió en debida forma, con la sustentación de cargos de inconstitucionalidad específicos y pertinentes, toda vez que el actor no señaló de manera clara y específica la forma en que la disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política  y los argumentos que expone como sustento de la acusación, no guardan relación con la exposición de todos los elementos de juicio necesarios para entrar a efectuar el estudio de su constitucionalidad. En particular, el demandante no demuestra -como también lo advierte el Procurador General-  de qué manera la aparente contradicción entre la posibilidad de aportar, pedir y practicar pruebas vulnera el artículo 29 de la Constitución Política. Observó, que el cargo no cumple el requisito de pertinencia, habida cuenta que expone razonamientos de orden meramente legal que carecen de relevancia constitucional y por lo mismo, impiden que la Corte pueda entrar a realizar un juicio de fondo. 

4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, Jorge Iván Palacio Palacio, Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva se apartaron de esta decisión, toda vez que, a su juicio, la demanda reunía los requisitos exigidos por la ley y precisados por la jurisprudencia para proferir un fallo de fondo respecto de si la improcedencia de recursos contra el acto que decida sobre solicitud de pruebas, antes de la decisión de fondo de la administración, vulnera el derecho de contradicción y el derecho a probar consagrados en el artículo 29 de la Constitución.  
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